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Opinión: En las Reuniones de Primavera, el Grupo Banco Mundial se centrará en los fundamentos políticos y regulatorios que permiten a las empresas establecerse, operar, expandirse y generar empleo.
 
El mundo está entrando en una década definida por dos duras realidades: un aumento demográfico histórico y unas finanzas públicas más ajustadas.
En los próximos 10 a 15 años, más de mil millones de jóvenes en los países en desarrollo alcanzarán la edad de trabajar. Ellos merecen los ingresos, la estabilidad y la esperanza que solo un empleo puede brindar.
Sin embargo, las proyecciones actuales sugieren que se crearán muchos menos empleos. La brecha es grande y sigue creciendo. Se agrava con cada crisis: conflictos, desastres por fenómenos naturales y volatilidad económica.
A la par, los gobiernos operan con un margen fiscal limitado. La deuda es elevada, el crecimiento desigual y las exigencias sobre el presupuesto público continúan al alza. La envergadura del reto demográfico es histórica; no así la escala de los fondos estatales disponibles. 
Ningún país puede afrontar este desafío por sí solo. Y ningún modelo tradicional de desarrollo —que dependa principalmente del gasto público— puede igualar sus proporciones.
Si los países logran generar oportunidades laborales a gran escala, los beneficios trascenderán sus fronteras: un crecimiento más sólido, cadenas de suministro más resilientes y mayor estabilidad. Si fracasan, el impacto también se hará sentir en el exterior, traduciéndose en una desaceleración global, mayores presiones migratorias y un aumento de la fragilidad.
La pregunta no es si esta transformación remodelará la economía global, sino si respondemos de una manera que convierta la presión demográfica en una oportunidad compartida.
El Grupo Banco Mundial ha centrado su labor en torno a una idea sencilla: el desarrollo debe juzgarse por los resultados; es decir, por los empleos creados, el aumento de los ingresos, la reducción de la pobreza y la expansión de las oportunidades.
Ese enfoque se basa en tres motores. Primero, la inversión en infraestructura, tanto física como humana. Segundo, la creación de un entorno de negocios donde las empresas puedan operar y crecer. Tercero, la movilización de capital privado a gran escala.
Estos pilares se refuerzan mutuamente. Pero sin el segundo —el entorno propicio para los negocios— ni la inversión pública ni el capital privado se traducirán en puestos de trabajo.
Es por esto que el Comité para el Desarrollo, el órgano rector del Grupo Banco Mundial, está enfocando las Reuniones de Primavera en las condiciones políticas y regulatorias que permiten a las empresas establecerse, operar, expandirse y contratar trabajadores. Es fundamental priorizar esto, incluso en tiempos turbulentos.
Un entorno propicio para los negocios no es abstracto, es práctico.
Significa tener reglas claras, regulaciones predecibles, contratos de cumplimiento obligatorio, permisos que se tramitan con agilidad, sistemas impositivos que son comprensibles y sistemas financieros que canalizan el capital hacia usos productivos.
Cuando estos elementos están garantizados, las empresas de todos los tamaños invierten. Cuando no lo están, el capital se queda al margen.
La evidencia es consistente en todas las regiones y niveles de ingresos: la incertidumbre regulatoria no es solo un lastre para el crecimiento, es un factor decisivo que frena la inversión.
Esto es clave porque el sector privado crea la gran mayoría de los puestos de trabajo. Los gobiernos pueden sentar las bases, pero son los emprendedores y las empresas quienes crean el empleo.
Por eso, el entorno propicio actúa como un multiplicador de fuerzas. Convierte los insumos —carreteras, energía, habilidades— en resultados concretos: empresas que crecen y personas que trabajan.
Las reformas requeridas no son teóricas. Son prácticas y, a menudo, bien comprendidas.
Para los emprendedores y las microempresas, implica un registro más sencillo, menos burocracia y acceso a herramientas financieras básicas que les permitan ir más allá de la subsistencia. 
Para las pequeñas y medianas empresas en etapa de crecimiento, significa permisos simplificados, impuestos predecibles, derechos de propiedad de la tierra claros y acceso a capital de trabajo.
Para las grandes corporaciones, se traduce en marcos de competencia que mantengan los mercados abiertos, sistemas de adquisiciones transparentes y procesos comerciales y aduaneros que permitan la integración en las cadenas de valor globales.
En todo esto, lo básico es lo que más importa: la estabilidad macroeconómica, la previsibilidad regulatoria y las instituciones que funcionan de manera consistente. Sin esto, las empresas siguen siendo pequeñas, informales e incapaces de crear empleos a gran escala.
La lección es simple: la inversión sigue a la previsibilidad.
Suecia demuestra que la competitividad no depende solo del capital, sino de la calidad de las instituciones que lo respaldan. Reglas claras, una administración pública eficiente y un entorno de negocios que reduzca las fricciones comerciales, al tiempo que garantice la igualdad de oportunidades para toda la población, son fundamentales para el crecimiento.
Los recientes esfuerzos en Suecia para simplificar sus normativas y mejorar la obtención de permisos reflejan un principio más amplio: cuando los gobiernos reducen la incertidumbre y optimizan la implementación, facilitan que las empresas inviertan, se expandan y contraten trabajadores.
Estas lecciones son relevantes mucho más allá de Suecia. En muchas economías en desarrollo, la limitación principal no es solo el acceso a la financiación. Mas bien, es la falta de certeza regulatoria y capacidad de implementación, los elementos mismos que permiten que los fondos se conviertan en inversión, y la inversión en empleos.
El Grupo Banco Mundial está trabajando para ampliar dichas reformas de manera estructurada.
Por medio de nuestro Banco de Conocimiento, estamos consolidando décadas de experiencia sobre lo que funciona y lo que no. Asimismo, mediante nuevos modelos de interacción con los países, estamos vinculando los diagnósticos, la reforma de políticas y el financiamiento en programas coherentes centrados en la creación de empleo y el alivio de la pobreza.
Y a través de herramientas como Business Ready y La Mujer, la Empresa y el Derecho (Women, Business and the Law), estamos identificando las brechas regulatorias que frenan el crecimiento y la participación, y colaborando con los países para derribar las barreras que limitan las oportunidades económicas de las mujeres.
 
No se trata de medidas aisladas, sino de construir sistemas que permitan al sector privado prosperar con el tiempo.
El aumento demográfico que se avecina no puede enfrentarse únicamente con presupuestos públicos. Tampoco puede abordarse mediante enfoques fragmentados.
Requiere alianzas sólidas, basadas en el interés mutuo y orientadas a los resultados.
Eso significa ayudar a los países a desarrollar su infraestructura. Pero también implica apoyarlos en la creación de los marcos normativos necesarios para que las empresas prosperen.
Significa utilizar los escasos recursos públicos para mitigar riesgos y atraer inversión privada. Y, sobre todo, medir el éxito no por los compromisos asumidos, sino por los puestos de trabajo creados.
Si hacemos esto bien, la próxima década puede ser una de oportunidades ampliadas, donde los jóvenes encuentren trabajos productivos, las economías se expandan y la estabilidad se fortalezca.
Si no lo hacemos, las consecuencias se sentirán mucho más allá de cualquier país.
Convertir la presión demográfica en prosperidad compartida requerirá disciplina, alianzas y liderazgo.
Ese trabajo debe comenzar ahora, y debemos llevarla a cabo juntos.
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